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Antecedentes

El proyecto de investigación, "Soldados y ciudadanos: Un estudio crítico sobre el servicio militar obligatorio en Bolivia", fue presentado en 1995 en ocasión de la primera convocatoria pública del Programa de Investigación Estratégica en Bolivia (PIEB). Mediante este proyecto se propuso explorar uno de los problemas más complejos e irresueltos que enfrenta la Defensa Nacional en democracia y que en gran medida condensa y expresa el tipo de relación que se establece cotidianamente entre las Fuerzas Armadas y la sociedad.

Varias motivaciones presidieron la investigación aprobada y financiada por el PIEB. Entre ellas, destacó la necesidad de superar el desdén que tradicionalmente han manifestado las ciencias sociales en Bolivia por los asuntos político-estratégicos. Además de tratar de invertir la comprensible carga de prejuicios inherentes a los investigadores sociales respecto a las Fuerzas Armadas, el estudio sobre el servicio militar también se propuso demostrar la posibilidad real de desarrollar investigaciones innovadoras en el campo de la sociología militar, disciplina casi ignorada por la ciencia social en nuestro país. De hecho, ésta investigación constituye el primer trabajo empírico pionero efectuado hasta este momento.

Por cierto, este proyecto, no escapó a la urgente demanda de conocimiento e información sobre el origen de las cuestionables prácticas de violencia en los cuarteles como tampoco a la necesidad de plantear soluciones más modernas y menos traumáticas para aquellos jóvenes que inevitablemente deben cumplir con este deber constitucional.

Alcance y características de la investigación

Mediante este trabajo se propuso explorar y conocer el alcance y los límites institucionales que identifican al servicio militar en un contexto democrático y de aplicación de reformas estructurales del Estado así como la cualidad ciudadana que caracteriza a los soldados dentro de los cuarteles. Desde esta perspectiva, se analizaron los patrones de conscripción, la composición social de los soldados, las prácticas educativas y cívicas así como el imaginario social existente en torno al servicio militar. Para este efecto, se consideró que el servicio militar, en tanto obligación constitucional tenía dos fuentes tradicionales de legitimación: la primera, de naturaleza estatal asociada a la defensa, responde a una permanente necesidad de mantener preparada a la sociedad para contingencias bélicas. La segunda, de naturaleza social, considera al servicio militar como un instrumento civilizatorio en cuyo núcleo ideológico descansan razones y necesidades de integración y disciplinamiento social. 

En general, el servicio militar se constituyó en una controvertida obligación ciudadana recurrentemente manipulada por el poder estatal. En la mente de las élites dominantes del país, el servicio militar fue concebido como una importante institución orientada a desempeñar funciones de asepcia socio-cultural y al mismo como un inductor para el logro de la adhesión cívica al Estado.

Frente a la heterogénea composición étnica de la sociedad boliviana y las marcadas diferencias estructurales, el servicio militar fue considerado como un dispositivo esencial en el proceso de nacionalización de la sociedad además de un benévolo mecanismo vertical para el logro de la homogeneidad cultural. 

El trabajo sustentó la siguiente hipótesis: mientras el Estado no logre un desarrollo armónico básico sustentado en la integración social democrática y en tanto no existan canales de ciudadanización alternativos que permitan el acceso y el libre ejercicio de los derechos ciudadanos, el servicio militar seguiría manteniendo una legitimidad social ajena a valores esenciales derivados de un Estado de Derecho. Complementariamente, se sostuvo que la función de la defensa, operada mediante el servicio militar, facilitó la legitimación del poder estatal y por lo mismo, este servicio se convirtió en un vehículo aceptado de aculturación y control social de las mayorías nacionales. Unas veces como proyecto liberal de ampliación de una ciudadanía ilusoria y falaz que proponía acceso al voto ciudadano previo cumplimiento de este deber, y otras, como parte del proyecto nacionalista que planteó la necesidad de convertir el cuartel en un espacio de amalgamiento cultural. Jalonado por el discurso del mestizaje redentor que postulaba la transformación del indio en campesino, el soldado, bajo el alero de "hermano campesino", muy pronto se convirtió en el elemento más disciplinado de la clientela movimientista así como de la masificación prebendal que operó durante la dictadura militar mediante la hábil estrategia de Acción Cívica. En los últimos años de la democracia y en un contexto de reformas estratégicas internacionales que minimizan la posibilidad de una guerra, ya sea por la debilidad estructural del estado o por otras razones, el servicio militar tiene como telón un nuevo discurso: constituir el brazo social de la lucha contra la pobreza.


También se sostuvo que el servicio militar casi nunca respondió a su naturaleza constitucional obligatoria, universal ni democrática. Por el contrario, a lo largo del trabajo se demostró que esta institución fue el fiel reflejo de las profundas contradicciones socio-culturales, regionales, políticas y económicas que tensionaron el país durante el siglo XX. Por lo mismo, el servicio militar operó más como una práctica discriminatoria, inequitativa y excluyente cuyo factor de ajuste fue siempre o casi siempre la población marginal de las ciudades y los pobladores del campo. 

Sin desmentir los complejos valores culturales y el arraigo simbólico que produjo el servicio militar en la población más pobre y discriminada, ésta obligación fue internalizada positivamente haciéndose funcional a las estrategias migratorias campo-ciudad, prestigio social comunitario y vehículo de madurez e identidad genérica que refuerza el machismo campesino. Actualmente, el servicio militar continua siendo una institución válida por cuanto todavía persisten bloqueos estructurales que impiden la democratización de la sociedad. Sin embargo, en los últimos años, la masiva demanda de ingreso al cuartel ha sufrido un profundo proceso de deslegitimación debido a diversos factores, entre ellos, la democratización política de la sociedad, una mejor cobertura educativa en el campo, el desprestigio de las Fuerzas Armadas por su recurrente apelación a patrones pedagógicos de violencia y a su vez, a la crisis económica que vive el país desde hace más de una década. 

En otras palabras, se sostuvo que el servicio militar posee un importante índice de legitimidad social en la medida en que la población jóven y marginada no encuentra sustituto ni estrategia alternativa plausible para una efectiva ciudadanización.

El estudio abordó la situación del servicio militar de la última década y media, período coincidente con el proceso de redemocratización del país. En términos espaciales e institucionales, la investigación fue recortada a la jurisdicción del Departamento de Potosí, más propiamente se trabajó en la Décima División del Ejército. Por extensión representativa, el trabajo de campo se efectuó en los cuatro batallones dependientes de la Décima División ubicados en área urbana y fronteriza del departamento. La estrategia metodológica permitió combinar el uso de encuestas, entrevistas a soldados y trabajo con grupos focales. Se pactó con los soldados para que escribieran sus diarios de vida, fuente de altísimo valor documental que permitió nutrir las páginas de la investigación. Por cierto, también se trabajó con fuentes documentales en los archivos de las Fuerzas Armadas y en bibliotecas de La Paz y Chuquisaca.

Los hallazgos 

Una de las primeras conclusiones a las que se arribó con este estudio es la siguiente. El servicio militar obligatorio constituye una suerte de espejo de la sociedad boliviana en el que se puede observar con claridiana nitidez la acumulación histórica de profundas debilidades y asimetrías económicas, culturales, educativas y fundamentalmente una crónica carencia de ciudadanía. Comparativamente, la vida de los soldados en los cuarteles coloca al desnudo y cuestiona la vida cotidiana de nuestra sociedad. Ciudadanos sin seguridad jurídica, sin acceso a sus más elementales derechos constitucionales y liberados a los múltiples abusos de una jerarquía pigmentocrática que mantiene una lógica patrimonial de las cosas y las personas. Los soldados, en tanto ciudadanos sin Estado o mas bien, ciudadanos que parecieran tener al estado como una especie de enemigo secular, manifiestan el abandono en todas sus dimensiones. Sin posibilidades a acceder a un seguro de vida, con una precaria alimentación que no compensa el desgaste físico ni psicológico que caracteriza la rigurosidad de la vida militar, sin infraestructura de salud básica y sin oportunidades para representar las injusticias o mas bien rehenes de la injusticia castrense, los soldados, como la mayoría de los bolivianos, ofrecen un parecido más próximo a la condición de súbditos que de ciudadanos.

El servicio militar ha permitido verificar una vez más la existencia conflictiva de dos repúblicas que se niegan y contrastan históricamente. Por una parte, una república minoritaria de ciudadanos que concentra el poder político y económico, que eluden la ley y utilizan el Estado para fines privados. Por otra, una república de súbditos, mayoritaria, excluida de los beneficios estatales, marginada y obligada a cumplir las obligaciones constitucionales a la fuerza. Ambas repúblicas, coexistiendo en aparente armonía, destilan odios y frustraciones que dejan deslizar hacia un futuro imprevisible de conflictos. Este juego dialéctico entre la prerrogativa jerárquica del personal de mando y la exclusión de los soldados se desdobla cotidianamente en el cuartel. Mientras unos expresan el déficit estatal, otros manifiestan un exceso de poder.

Sin duda, los datos estadísticos elaborados durante el desarrollo de este estudio constituyen el mejor soporte empírico que prueba lo anterior. Los datos son elocuente. El 83% de los soldados proviene del campo y apenas el 17% de las zonas urbano marginales. En 1980, el 47% de los bachilleres asistía al cuartel, en 1998 apenas el 8%. En promedio, el 18% de los reclutados son analfabetos y la gran mayoría expresa que renunció a sus estudios en espera de una oportunidad de trabajo. Por lo tanto, el cuartel se constituye en una suerte de paréntesis laboral insoslayable que se encarga de legitimar la condición del obrero disciplinado que requiere el mercado de trabajo.

Otros de los hallazgos de este estudio reside en la descripición de los rasgos pedagógicos y violentos del cuartel. Al respecto, se produce una dramática ecuación: mientras más indio eres y menos educación tienes, estás más privado de la protección y por lo mismo eres más vulnerable a los abusos que se cometene a diario en los cuarteles. El ser indio es un delito porque es el último eslabón de la cadena social: los mestizos te pisan, los soldados antiguos hacen lo propio y por supuesto, para ratificar su poder, todo aquel que tiene un mínimo de autoridad incluyendo la cocinera que es chola o el albañil que también es indio. Desde esta perspectiva, el cuartel refuerza las jerarquías sociales, educativas, de color, de origen geográfico y por cierto de grado. La representación más gráfica e ilustrativa que aparece a los ojos todos los días es que los indios hacen adobes en el cuartel, los mestizos son estafetas, sargentos y suboficiales que ordenan la estructura intermedia y los blancos fungen de oficiales y se comportan como señores feudales.

El estudio demuestra que las prácticas de violencia cuartelaria tienen una larga historia así como la sofisticación del castigo. En este mar de violencia, la muerte de soldados no resulta extraña como tampoco el alquiler de esta mano de obra barata que se negocia entre empresarios y oficiales bajo pretextos de diversa índole. En este contexto, la mita minera no parece ser distinta del cuartel. Más allá de este panorama dramático que refleja el vaciamiento de los derechos cívicos de ciudadanos que desean cumplir con su patria, constatamos el desplome de la retórica patriótica de las Fuerzas Armadas. Las Fuerzas Armadas que cantan todos los días el himno nacional dicen amar a la patria como ningún otro ciudadano. Paradójicamente, este extraño amor a la patria es permisible a la violación sistemática de la Constitución Política del Estado. Miles de soldados son maltratados por distintos motivos y en diversas circunstancias, unas veces víctimas del desprecio estatal y otras por acción discrecional de la autoridad militar.

La disminución de la condición ciudadana de los soldados ha permitido constatar otras realidades esenciales que cuestionan la cualidad de la democracia representativa. Una de ellas tiene relación con la débil institucionalidad construida en democracia en torno a los asuntos de seguridad. En particular, desnuda la especificidad de la relación entre la autoridad civil y las Fuerzas Armadas en pleno Estado de Derecho. En este sentido, a través de las irregularidades cometidas dentro del servicio militar se ha demostrado que el interés del sistema político y más propiamemente, la tarea de fiscalización y control parlamentario, además de pobre y mediocre, se ha mostrado indolente y en muchos casos cómplice de los abusos. Por lo demás, las relaciones civiles-militares en democracia no han tenido ni la cualidad ni la consistencia como para producir propuestas de modernización de las Fuerzas Armadas, pero aún, mecanismos más fluidos y transparentes para mejorar el control de la institución armada. Los problemas del servicio militar demuestran que el abandono político de las Fuerzas Armadas han profundizado aún más la autonomía militar, circunstancia cuestionable en un Estado de Derecho.

El servicio militar no sólo presenta una cara negativa de la medalla. También plantea un conjunto de temáticas positivas que debieran llamar la atención de las autoridades públicas y de la sociedad. Una de ellas, es la función educativa y las tareas técnicas que llevan a cabo las Fuerzas Armadas a favor de los soldados. En muchos unidades, la educación alternativa funciona con más eficacia que aquella prometida desde el Ministerio de Educacíon. Si bien es cierto que se emplea masivamente su mano de obra, en muchos casos, el trabajo organizado de los soldados contribuye al desarrollo de la comunidad y por lo mismo abre rutas de comunicación entre la sociedad y la institución militar además de crear facilidades para el despliegue de acciones sociales vinculadas con la salud, el medio ambiente, la protección de la población y respuesta organizada y rápida frente a los desastres naturales. 

Otro de los efectos positivos que ofrece el servicio militar consiste en la movilidad geográfica que produce la conscripción de los jóvenes. Miles de ellos anualmente son trasladados de su lugar de residencia a ámbitos geográficos distintos, permitiéndoles compartir experiencias y conocer nuevas culturas, personas y realidades nacionales. Complementariamente, el servicio militar constituye el único eslabón que comunica la sociedad con las Fuerzas Armadas. A su turno, permite comprender la realidad institucional de la defensa e integra la sociedad a las Fuerzas Armadas y recíprocamente las Fuerzas Armadas a la sociedad.

Construyendo políticas públicas en las Fuerzas Armadas

"Soldados y ciudadanos: un estudio crítico sobre el servicio militar obligatorio en Bolivia", más allá de las naturales controversias generadas en el seno de las Fuerzas Armadas ha tenido la virtud de fomentar un amplio debate en torno al futuro del servicio militar en el país. Probablemente, por primera vez,  un tema de naturaleza estratégica, política y cultural que tiene que ver con la modernización y democratización de las Fuerzas Armadas forma actualmente parte de una agenda pública que se debate cotidianamente por los medios de comunicación. 

En el balance de las contribuciones generadas por este trabajo podemos citar las siguientes. En primer lugar, el reconocimiento por parte de las Fuerzas Armadas acerca de la necesidad de modificar sustancialmente la calidad de su relación con la sociedad. A partir de esta conducta, la institución militar llevó adelante varias iniciativas para mejorar cualitativamente la administración de sus recursos humanos desde una perspectiva más profesional y ajustada a las normas jurídicas nacionales e internas. Las Fuerzas Armadas crearon la Dirección de Derechos Humanos y las oficinas de Derechos Humanos en toda su estructura orgánica nacional y desde el Ministerio de Defensa se prohibió el uso de mano de obra en menesteres domésticos. Este es un paso importante puesto que explícitamente admite la existencia de problemas de esta índole pero a su vez, la voluntad institucional para resolver y superarlos.

En segundo lugar, la institución militar, en un acto de autocrítica, resolvió acelerar su proceso de apertura a la sociedad y en particular hacia las instituciones de Derechos Humanos. La Asamblea de Derechos Humanos y el Defensor del Pueblo trabajan con las Fuerzas Armadas en una activa política educativa a través de cursos, seminarios y publicaciones. Por otra parte, a través de directivas y disposiciones se introdujo en todo el sistema educativo militar y de manera transversal la materia de Derechos Humanos y otras que están ayudando a comprender la importancia de la modernización institucional. 

En tercer lugar, el conocimiento de esta problemática ha permitido revalorar la cuestión de la defensa desde una perspectiva democrática. Desde 1998, la institución militar aceptó el ingreso de mujeres al servicio premilitar innovando procedimientos educativos para potenciar el desarrollo ciudadano de las jóvenes. Introdujo patrones de transparencia y control social facilitando no sólo el acceso de los ciudadanos a los cuarteles sino también ampliando la participación de las organizaciones gubernamentales en programas educativos piloto de alcance multidisciplinario.

En cuarto lugar, la institución que explotó con más acierto los resultados directos e indirectos de  esta investigación fue sin duda el Ministerio de Defensa Nacional. En esta instancia se creó la Unidad de Análisis de Políticas de Defensa, órgano civil-militar, formado por profesionales de diversas disciplinas que actualmente llevan a cabo proyectos y programas de investigación aplicados a los problemas y necesidades de modernización de la Defensa y las Fuerzas Armadas. Desde 1998, el Ministerio de Defensa cuenta con un equipo de investigadores que cumplen tareas de asesoramiento e investigación cuyo trabajo está contribuyendo activamente a mejorar la comprensión social de esta compleja problemática en un contexto de profundos cambios estratégicos internacionales y de reformas estatales. Además de facilitar y ampliar los vínculos académicos entre Fuerzas Armadas y universidad, inexistente en el pasado, la UDAPDE se ha convertido en el motor de la producción de información sobre la defensa, función que está facilitando el desarrollo de una cultura estratégica más amplia en la sociedad. 

De hecho, la investigación, además de la amplia gama de información  estadística, sociológica y antropológica que produjo, contribuyó sustanciualmente al debate público y a un conocimiento mucho más objetivo de esta realidad. La enorrme cobertura de prensa  que se otorgó al tema, los planteamientos de reforma del servicio militar que se difundieron por diferentes medios de comunicación, las propuestas de reforma constitucional que tome en cuenta la objeción de conciencia así como las alternativas de voluntariado gestionadas por la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados o la iniciativa de la Defensoría del Pueblo para convertir el servicio militar obligatorio en voluntario en tiempo de paz y obligatorio en tiempo de guerra, constituyen sin duda indicadores de un renovado interés por esta temática.

Al parecer, el servicio militar se ha convertido en un nudo gordiano para las propias Fuerzas Armadas. Actualmente es uno de los temas más debatidos que está fomentando decenas de estudios, tesis de ascenso y de grado y una densa producción monográfica y académica en las que se expresan deseos incuestionables e impostergables de introducir reformas sustanciales al respecto. Una de ellas, manifestada por el propio Comandante del Ejército, reside en la transformación del cuartel en un espacio de oportunidades no sólo cívicas sino fundamentalmente educativas y técnicas para facilitar y potenciar el desarrollo humano de los soldados. Esta propuesta, sustentada en premisas de equidad, igualdad de oportunidades y facilidades educativas democráticas, tiene el ánimo de reducir el tiempo de la formación militar y aumentar el acceso al conocimiento y la educación técnica.

Tareas a futuro

No cabe duda que el estudio del servicio militar ha dejado entrever la urgente necesidad de llevar a cabo reformas que contribuyan a su democratización. No obstante, esta problemática, lejos de agotar la agenda de la Defensa Nacional, ha logrado poner sobre la mesa del debate un amplio abanico de cuestiones largamente postergadas que exigen la construcción de políticas de estado.

En primer lugar, las deficiencias del servicio militar ha permitido constatar que el país carece no sólo de un sistema coherente, articulado e integral de seguridad y de defensa, sino que se ha demostrado que no se cuenta con una Política de Defensa, instrumento imprescindible que debiera guiar la modernización y el desarrollo estratégico de las Fuerzas Armadas. Por lo mismo, una de las tareas prioritarias, tanto del Poder Ejecutivo como del Legislativo, es la de proponer en el menor tiempo posible la apertura de un gran diálogo nacional con el objetivo de definir el futuro de dicha política, consecuentemente, definir una visión estratégica, moderna y democrática de la Defensa Nacional como una Política de Estado.

Consecuentemente, el debate sobre la Defensa Nacional hace inexorable discutir el modelo de Fuerzas Armadas que requiere el Estado. A su vez, esto supone, repensar distintas modalidades de contribución social a la Defensa Nacional entre las que debiera identificarse y proponerse un modelo coherente de servicio militar. Junto a este debate, destaca la imperiosa necesidad de redefinir nuevas formas y mecanismos institucionales de relacionamiento entre Estado, sociedad y Fuerzas Armadas. 

El agotamiento de la cultura conspirativa que ha presidido el tratamiento y administración de las Fuerzas Armadas desde los partidos políticos en los últimos 15 años, más allá de haber corrompido y desnaturalizado el desarrollo profesional de los soldados, debe ser objeto de una impostergable reforma institucional. El desarrollo democrático del país requiere desarrollar una saludable cultura estratégica, que además de fortalecer los mecanismos de control democrático sobre la institución militar, contribuya a integrar la institución militar al Estado de Derecho de la manera más transparente y horizontal posible.

Afortundamente, las Fuerzas Armadas han comprendido que requieren llevar a cabo cambios organizativos pero también una reforma moral, intelectual y ética que contribuya a legitimar su papel en democracia y esencialmente, cualificar sus condiciones de eficacia profesional. Para ello, el camino ineludible consiste en ampliar la esfera de su relación con la sociedad, en particular con las universidades públicas y privadas. La institución militar debiera apostar por un nuevo patrón de modernización fundado en programas de investigación y desarrollo científico precedido por una profunda reforma educativa.

El debate sobre la construcción de una Política de Defensa Nacional y en particular, la modernización de las Fuerzas Armadas, es un tema pendiente de enorme trascendencia que debe ser asumido por los ciudadanos en el marco de un diálogo nacional democrático y tolerante.

La Paz, diciembre de 2.000

